ALEMANIA / COMISION

SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA
de 28 de enero de 2003 *

En el asunto C-334/99,

Repiiblica Federal de Alemania, representada por el Sr. C.-D. Quassowski, en
calidad de agente, asistido por el Sr. J. Sedemund, Rechtsanwalt,

parte demandante,

contra

Comision de las Comunidades Europeas, representada por los Sres.
D. Triantafyllou y K.-D. Borchardt, en calidad de agentes, que designa domicilio
en Luxemburgo,

parte demandada,

* Lengua de procedimicnto: alemén,
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que tiene por objeto la anulacién de los articulos 4 a 7 de la Decisién
1999/720/CE, CECA de la Comisién, de 8 de julio de 1999, relativa a las ayudas
estatales concedidas por Alemania a favor de Groditzer Stahlwerke GmbH y su
filial Walzwerk Burg GmbH (DO L 292, p. 27),

EL TRIBUNAL DE JUSTICIA,

integrado por el Sr. G.C. Rodriguez Iglesias, Presidente, los Sres. J.-P. Puissochet,
M. Wathelet, R. Schintgen y C.W.A. Timmermans, Presidentes de Sala, y los
Sres. C. Gulmann, D.A.O. Edward, A. La Pergola, V. Skouris (Ponente), S. von
Bahr y J.N. Cunha Rodrigues, Jueces;

Abogado General: Sr. D. Ruiz-Jarabo Colomer;
Secretario: Sr. H.A. Riihl, administrador principal;

habiendo considerado el informe para la vista;

oidos los informes orales de las partes en la vista celebrada el 27 de noviembre
de 2001, en la que la Repiiblica Federal de Alemania estuvo representada por la
Sra. B. Muttelsee-Schon, en calidad de agente, asistida por el Sr. T. Liibbig,
Rechtsanwalt, y la Comisién por el Sr. D. Triantafyllou;

oidas las conclusiones del Abogado General, presentadas en audiencia piblica el
24 de enero de 2002;
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dicta la siguiente

Sentencia

Mediante recurso presentado en la Secretaria del Tribunal de Justicia el 9 de
septiembre de 1999, la Repiiblica Federal de Alemania solicitd, con arreglo a los
articulos 230 CE y 33 CA, la anulacién de los articulos 4 a 7 de la Decisién
1999/720/CE, CECA de la Comisién, de 8 de julio de 1999, relativa a las ayudas
estatales concedidas por Alemania a favor de Groditzer Stahlwerke GmbH y su
filial Walzwerk Burg GmbH (DO L 292, p. 27; en lo sucesivo, «Decisién
impugnada»).

Antecedentes del litigio

De los autos se desprende que Groditzer Stahlwerke GmbH (en lo sucesivo,
«GS») es una empresa siderdrgica establecida en Sajonia, uno de los nuevos
Linder, que emplea a aproximadamente 720 trabajadores. En 1990, tras la
reunificacién alemana, las participaciones en el capital de GS fueron adquiridas
por el Treuhandanstalt, organismo alemin de Derecho piblico encargado de la
reestructuracién y privatizacion de las empresas de dichos Linder.

El 1 de enero de 1995, el Treuhandanstalt pas6 a denominarse «Bundesanstalt fiir
vereinigungsbedingte Sonderaufgaben» (en lo sucesivo, «BvS») y sus funciones
quedaron reducidas a la gestién. Las actividades de reestructuracién y privati-
zacion de empresas se confiaron, a principios de 1995, a una sociedad
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perteneciente al BvS, BMGB Beteiligungs-Management-Gesellschaft Berlin mbH
(en lo sucesivo, «BMGB»), que también adquirié las participaciones en
sociedades que atin posefa el BvS. Para apoyar la actividad de privatizacion, el
Treuhandanstalt habia creado, ademds, distintas sociedades de gestion en
comandita, como la sociedad EREL Gesellschaft Verwaltung GmbH & Co
Management KG (en lo sucesivo, «<EREL»), que se encargaban de la privatizacién
de determinadas empresas de los nuevos Lander por cuenta del Treuhandanstalt y
bajo su control.

Durante el perfodo 1992-1996, GS recibié ayudas para medidas de inversi6n,
sociales y de funcionamiento por un importe de 304,5 millones de DEM, en
forma de préstamos de socios, de créditos bancarios avalados por el Treuhan-
danstalt y el BvS y de inversiones directas.

El 1 de enero de 1997, BMGB vendié GS v su filial Walzwerk Burg GmbH (en lo
sucesivo, «WB») a Georgsmarienhiitte GmbH (en lo sucesivo, «GMHD») tras un
procedimiento de licitacién llevado a cabo por bancos de inversién. La venta de
GS a GMH representé para BMGB un coste total de 393 millones de DEM,
derivado en particular de la condonacién de los préstamos de socios y de la
renuncia al reembolso de los créditos bancarios.

Mediante escrito de 6 de junio de 1997, la Repiiblica Federal de Alemania
notific6 a la Comisién, de conformidad con el articulo 93, apartado 3, del
Tratado CE (actualmente articulo 88 CE, apartado 3), las medidas de financia-
ci6n adoptadas en favor de GS y de WB antes y durante la privatizacién de estas
empresas. Mediante escrito de 5 de agosto de 1997, la Comisién comunicé a este
Estado miembro su decisién de incoar, respecto a dichas ayudas, el procedimiento
previsto en el articulo 6, apartado 5, de la Decision n° 2496/96/CECA de la
Comisién, de 18 de diciembre de 1996, por la que se establecen normas
comunitarias relativas a las ayudas estatales en favor de la siderurgia (DO L 338,
p. 42; en lo sucesivo, «Sexto Codigo de ayudas a la siderurgia»). La Comision
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invité a los demds interesados a presentar sus observaciones sobre dichas
medidas.

En este marco fictico y procedimental, la Comisién adopté la Decisién
impugnada, cuyos articulos 4 a 7 estdn redactados del siguiente modo:

«Articulo 4

Las ayudas a la inversién concedidas a GS por un total de 83,2 millones de
marcos alemanes y constituidas por los créditos bancarios avalados al 100 % por
Treuhandanstalt/BvS, por los préstamos de los socios concedidos por los
accionistas de titularidad piblica de GS (Treuhandanstalt/FEREL/BMGB) durante
el perfodo 1992-1996 y por las subvenciones concedidas en el marco del
programa “Objetivo comunitario: mejora de las estructuras econdémicas regio-
nales” en los afios 1997-1999, son incompatibles con el mercado comiin.

Articulo 5

Las medidas adoptadas por Alemania a favor de GS por importe total de
155,5 millones de marcos alemanes y constituidas por las ayudas a la inversién de
hasta 14,3 millones y por las ayudas a la explotacién de hasta 141,2 millones [de
los cuales 17,0 millones corresponden a una subvencién concedida en el marco
del acuerdo de privatizacién y 124,2 millones a la financiacién al 100 % por
parte de Treuhandanstalt/BvS de los créditos bancarios avalados y a los
préstamos de los socios concedidos por los accionistas de titularidad piiblica de
GS (Treuhandanstalt/EREL/BMGB)] constituyen ayudas estatales incompatibles
con el mercado comin del carbén y del acero.
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Articulo 6

Las ayudas que Alemania tiene intencién de conceder a GS con arreglo al
apartado 2 del articulo 9 del Acuerdo, de 27 de febrero de 1997, relativo a la
venta de acciones de Groditzer Stahlwerke GmbH a Georgsmarienhiitte GmbH
por un valor de 3,3 millones de marcos alemanes en forma de préstamos a modo
de anticipos por las ayudas regionales a cobrar en el futuro son incompatibles con
el mercado comin del carbén y del acero.

Articulo 7

1. Alemania adoptarad las medidas necesarias para exigir al beneficiario el
reembolso de las ayudas concedidas ilegalmente que se mencionan en los
articulos 4 y 5.

2. El cobro se realizara con arreglo a los procedimientos nacionales, siempre que
la legislacién nacional no lo impida o lo dificulte en exceso. El importe de las
ayudas a recuperar devengara intereses a partir del dia del abono de las ayudas al
beneficiario hasta su reembolso efectivo sobre la base del tipo de referencia
utilizado para el célculo del equivalente de subvenci6n de las ayudas regionales.

3. A efectos del presente articulo se entenderd por “beneficiario” no sélo a GS,
sino en dltima instancia también a cualquier otra empresa a la que se haya
transferido el activo de tal manera que dicha transferencia implique la anulacién
de los efectos mencionados en el apartado 1.»
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El recurso

En apoyo de su recurso, el Gobierno aleman formula seis motivos, basados,
respectivamente, en

— lainfraccién de los articulos 213 CE, 215 CE, 9 CA y 12 CA, debido a que la
composicién de la Comisién al adoptar la Decisién impugnada era irregular;

— el incumplimiento de la obligacién de diligencia, la violacién del principio de
buena administracién y del principio de seguridad juridica durante el
procedimiento administrativo y el incumplimiento de la obligacién de
motivacion;

— la aplicacién de las normas del Tratado CECA a sectores de produccién de
GS que quedan fuera de su 4mbito;

— la evaluaci6n errénea, con arreglo a la Decisién n° 3855/91/CECA de la
Comisién, de 27 de noviembre de 1991, por la que se establecen normas
comunitarias relativas a las ayudas para la siderurgia (DO L 362, p. 57; en lo
sucesivo, «Quinto Cddigo de ayudas a la siderurgia»), de las ayudas a la
inversion destinadas al sector de produccién de GS comprendido en el 4mbito
del Tratado CECA;

— la evaluaci6n errénea de las ayudas a la inversién destinadas a los sectores de
produccién de GS no comprendidos en el 4mbito del Tratado CECA;
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— la evaluacién errénea, con arreglo a las normas aplicables en materia de
ayudas, del procedimiento de privatizacién de GS.

Sobre el primer motivo, basado en la composicién irregular de la Comision

Alegaciones de las partes

El Gobierno aleman sostiene que la Decisién impugnada adolece de un vicio
sustancial de forma y es por tanto nula, debido a que la composicién de la
Comisién al adoptar dicha Decisién no era regular. Segiin este Gobierno, la
adopcién de la Decisién impugnada vulner6 los articulos 213 CE y 215 CE (o las
disposiciones equivalentes contenidas en los articulos 9 CA y 12 CA), en la
medida en que, en el momento de dicha adopci6n, la Comisién ya no estaba
compuesta por veinte miembros, puesto que el comisario Sr. M. Bangemann
habia sido «relevado de sus funciones» a partir del 1 de julio de 1999 mediante
una decisién del colegio de comisarios (en lo sucesivo, «decisién de 1 de julio
de 1999»). Dado que, por una parte, este «relevo de funciones» no esta previsto
en el Tratado CE y que, por otra parte, el Consejo no reaccioné ante él hasta el
9 de julio de 1999, renunciando, de conformidad con el articulo 215 CE, parrafo
segundo, segunda frase, a nombrar un sucesor [Decisién 1999/493/CE, CECA,
Euratom del Consejo, de 9 de julio de 1999, relativa a la composicién de la
Comisién (DO L 192, p. 53)], el Gobierno aleman considera que ha quedado
acreditado que la Comisién modificé por si misma el nimero de los miembros
que la componen establecido en el Tratado CE y, al hacerlo, usurpé las facultades
de decision del Consejo.

El Gobierno alemdn sostiene que, si bien el articulo 215 CE, parrafo segundo,
prevé la posibilidad de un nimero reducido de comisarios, no es menos cierto
que, a tenor de dicha disposicién, sélo el Consejo dispone de facultades de
decisién en esta materia.
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Ademds, el Gobierno aleman alega que, debido a la dimisién colectiva de los
miembros de la Comisién producida el 16 de marzo de 1999, el Sr. Bangemann se
encontraba pura y simplemente en la situacién de comisario en funciones, en el
sentido del articulo 215 CE, pérrafo cuarto, situacién que perduré hasta la
sustitucién de los miembros de la Comisién. Pues bien, segiin el Gobierno
alemdn, un comisario en funciones sélo puede liberarse de sus tareas —que en tal
caso se limitan a la gestién de los asuntos corrientes, incluida la adopcién de
decisiones urgentes— con el acuerdo del Consejo, acuerdo que no existia en el
momento en que se adoptd la Decisién impugnada.

Por otra parte, el Gobierno aleman sostiene que en el caso de autos se vulnerd el
principio de colegialidad de la Comisién, en la medida en que las funciones del Sr.
Bangemann se transfirieron al comisario Sr. K. van Miert, responsable en materia
de control de la competencia y de las ayudas. De este modo, la direccién general
competente en materia de politica industrial no estuvo representada durante el
procedimiento de decisién.

La Comisi6n alega, por una parte, que el articulo 215 CE, parrafo segundo, prevé
el supuesto de un nimero reducido de comisarios y, por otra parte, que el
Consejo confirmé el relevo del Sr. Bangemann al decidir formalmente, el 9 de
julio de 1999, que no procedfa nombrar a un sucesor por un periodo de transicién
tan corto. Esta decisién del Consejo es, segin la Comisién, perfectamente
legitima. En efecto, el Sr. Bangemann ya no podia asumir su cargo de comisario
habida cuenta de su obligacién de respetar, mientras durase su mandato y atn
después de finalizar éste, las obligaciones derivadas de su cargo y, en especial, los
deberes de honestidad y discrecién, en cuanto a la aceptacién, una vez terminado
su mandato, de determinadas funciones o beneficios.

De ello se desprende que la Comisién podria haber recibido criticas si,
precisamente, el Sr. Bangemann hubiera seguido participando en el proceso de
decisién de la Comisién cuando habia solicitado ser relevado de sus funciones
para poder dedicarse a actividades profesionales en una empresa. En efecto, en la
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practica la Comisién no habria podido verificar en cada caso la imparcialidad del
Sr. Bangemann. En cualquier caso, las normas de incompatibilidad y el deber de
discrecién imponen mayores cargas que una mera obligacién de imparcialidad.
Asi pues, era necesario que el Sr. Bangemann abandonara sus funciones de
comisario.

En apoyo de su argumentacién, la Comisién invoca la reiterada jurisprudencia
segiin la cual dicha institucion estd habilitada, en casos de urgencia y con vistas a
prevenir un vacio juridico, a sustituir al legislador comunitario y a adoptar
medidas legislativas, con el fin de garantizar la continuidad de la accién de la
Comunidad (sentencias de 3 de julio de 1979, Van Dam en Zonen y otros,
asuntos acumulados 185/78 a 204/78, Rec. p. 2345; de 28 de marzo de 1984,
Midden-Nederland y Van Miert, asuntos acumulados 47/83 y 48/83, Rec.
p. 1721, y de 10 de julio de 1984, Kirk, 63/83, Rec. p. 2689). La Comisién
considera que esta autorizada, con mayor motivo, a tramitar sus propios asuntos
en curso cuando cuenta con un miembro menos.

Por lo que respecta a la argumentacién del Gobierno alemdn segiin la cual la
direccién general competente en materia de politica industrial no estuvo
representada durante el procedimiento de decision, la Comision sostiene que
todo proyecto de decisién de esta institucién se somete al dictamen de cada uno
de los servicios interesados, que pueden dar a conocer entonces su opinién por
escrito. En el presente caso, el proyecto relativo a la Decisién impugnada fue
aprobado por la Direccién General de Politica Industrial.

Apreciacién del Tribunal de Justicia

Procede recordar que, de conformidad con los articulos 213 CE, apartado 1,
parrafo segundo, y 9 CA, apartado 1, parrafo segundo, el Consejo puede
modificar, por unanimidad, el nimero de miembros de la Comision.
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Los articulos 215 CE, pdrrafo primero, y 12 CA, parrafo primero, prevén que,
aparte de los casos de renovacién periddica y fallecimiento, el mandato de los
miembros de la Comisién concluye individualmente por dimisién voluntaria o
cese. Segun los articulos 215 CE, pérrafo segundo, y 12 CA, parrafo segundo, el
interesado es sustituido por el tiempo que falte para terminar su mandato por un
nuevo miembro nombrado de comin acuerdo por los Gobiernos de los Estados
miembros. A tenor de estas Wltimas disposiciones, el Consejo, por unanimidad,
puede decidir que no ha lugar a tal sustitucién.

Ademds, los articulos 215 CE, pdrrafo cuarto, y 12 CA, parrafo cuarto,
establecen que, salvo en caso de cese, previsto respectivamente en los
articulos 216 CE y 12 A CA, los miembros de la Comisién permanecen en su
cargo hasta su sustitucion.

De estas disposiciones se desprende, por una parte, que la Comisién no es
competente para modificar el niimero de sus miembros y, por otra, que, en caso
de dimisi6n o cese de uno de ellos, s6lo el Consejo es competente para sustituir a
dicho miembro o decidir que no ha lugar a tal sustitucién.

A fin de pronunciarse sobre la procedencia del primer motivo formulado por el
Gobierno alemén, procede, por tanto, examinar la naturaleza exacta de la
decisién de 1 de julio de 1999, mediante la cual la Comisién «relevé de sus
funciones» al Sr. Bangemann, y, mas concretamente, dilucidar si, mediante esta
decision, la Comisién modificé el nimero de sus miembros.

A tal efecto, ha de recordarse que, mediante escrito de 29 de junio de 1999
dirigido al Presidente de la Conferencia de Representantes de los Gobiernos de los
Estados miembros, el Sr. Bangemann solicité ser relevado de sus funciones en el
seno de la Comisién para poder ejercer actividades profesionales en una empresa.
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Mediante la decisién de 1 de julio de 1999, la Comisién decidi6 «relevar de sus
funciones» al Sr. Bangemann hasta la conclusién del procedimiento previsto en
los articulos 215 CE y 12 CA. Esta decisién dio lugar a un comunicado de prensa
que contenfa una declaracién relativa a la situacién del Sr. Bangemann.

En dicha declaracién, que ha sido invocada también por el Gobierno alemdn en
apoyo de este primer motivo, la Comisi6én indicé lo siguiente:

«en cualquier caso, el Sr. Bangemann no puede entrar en funciones en su nuevo
puesto hasta que no concluya el procedimiento previsto en el articulo 215 [CE].
El Sr. Bangemann acepta este extremo. Hasta ese momento, el colegio ha
decidido relevar al Sr. Bangemann de sus funciones, como él mismo desea».

Es cierto que, tal como sefiala el Gobierno alemén, no existe en los Tratados CE y
CECA o en el Reglamento interno de la Comisidén ninguna disposicion que prevea
dicho «relevo de funciones». No obstante, procede sefialar, con independencia de
la terminologfa utilizada en la decisién de 1 de julio de 1999, que, mediante esta
decisién y con vistas a garantizar la continuidad de la accién de la Comunidad, la
Comisién se limité a deducir las consecuencias, por una parte, del hecho de que el
Sr. Bangemann hubiera decidido aceptar una actividad profesional en una
empresa privada y, por otra, de la voluntad de éste de dejar de ejercer sus
funciones en el seno de la Comisidn.

En estas circunstancias, no puede considerarse que la decisién de 1 de julio
de 1999 influyera en la condicién de comisario del Sr. Bangemann ni que tuviera
por objeto reducir el niimero de miembros de la Comisién.

De ello resulta que la composicién de la Comisién al adoptar la Decisién
impugnada era regular.
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En consecuencia, el primer motivo del Gobierno alemdn debe desestimarse por
infundado.

Sobre el segundo motivo, basado en el incumplimiento de la obligacién de
diligencia, la violacién del principio de buena administracién y del principio de
seguridad juridica durante el procedimiento administrativo y el incumplimiento
de la obligacién de motivacion

El segundo motivo del Gobierno aleman consta de dos partes.

Sobre la primera parte

Alegaciones de las partes

El Gobierno alemdn sostiene que la Decisién impugnada constituye un incum-
plimiento de la obligacién de diligencia y vulnera los principios de buena
administracién y de seguridad juridica, en la medida en que la Comisién no incoé
el procedimiento principal de control de las ayudas hasta el 5 de agosto de 1997,
es decir, més de tres afios después de haber recibido la primera comunicacién del
Gobierno aleman relativa a las medidas de apoyo previstas para GS.

A este respecto, el Gobierno alemén alega lo siguiente:

— Mediante una comunicacién de 9 de junio de 1994, facilité a la Comisién
informacién detallada sobre el reparto tanto de las subvenciones, por importe
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de 133,3 millones de DEM, abonadas hasta el 31 de diciembre de 1993 por el
Treuhandanstalt para el saneamiento de GS, como de las medidas de
financiacién, por un importe aproximado de 90 millones de DEM, previstas
para 1994. Segiin afirma, en dicha comunicacién el Gobierno aleman sefialé
a la Comision, ademads, las asignaciones especiales por importe de
15,2 millones de DEM (hasta el 31 de diciembre de 1993) y de 6,5 millones
de DEM para la financiacién de las medidas sociales y adjunt a dicha
comunicacién el proyecto de empresa elaborado para los afios 1994 a 1996
con vistas al saneamiento de GS. El procedimiento se tramité desde entonces
en la Comisién con el niimero de expediente NN 46/94.

— Mediante una comunicacién de 29 de junio de 1994, informé a la Comisién
de las medidas de apoyo previstas, consistentes en inversiones por importe de
59,61 millones de DEM. Esta comunicacién s6lo fue retirada por el Gobierno
aleman, mediante escrito de 2 de diciembre de 1994, por recomendacion de
la Comisién.

— Mediante una comunicacién detallada de 7 de septiembre de 1995,
proporcioné a la Comisién una visién de conjunto de la situacién econémica
de GS y del desarrollo de su actividad comercial frente a la competencia.
Segin afirma, el Gobierno alemdn adjunté a dicha comunicacién un
resumen, para cada sector de actividad, del programa de inversién de 1993
a 1995 y del programa de 1996 y 1997. Las subvenciones descritas en esta
comunicacién, tanto las ya abonadas como las que se hallaban en fase de
proyecto, ascendian, a finales de 1997, a un importe total de 335,9 millones
de DEM. El Gobierno alemén sostiene que también informd, en dicho
documento, de las entrevistas mantenidas con cuatro inversores potenciales
procedentes de Alemania, del Reino Unido y de los Estados Unidos.

— Mediante una comunicacién a la Comisién de 3 de abril de 1996, el
Gobierno alemdn, por una parte, resumié el plan de reestructuracién
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ejecutado para GS vy, por otra, presentd el proyecto de produccién, la
evolucién de la capacidad y de la produccién y las previsiones, calculadas
sobre esta base, de los resultados y del volumen de negocios hasta 1998.

— Mediante comunicaciones de 22 de agosto de 1996 y de 9 de abril de 1997,
remitié a la Comisién informacién complementaria sobre las medidas de
inversioén ejecutadas entre 1993 y 1995.

El Gobierno alemdn sefiala, ademds, que los datos econémicos que figuran en las
comunicaciones mencionadas en el apartado anterior fueron examinados en el
transcurso de numerosas entrevistas entre sus representantes y los de la Comisién.

Pues bien, hasta la incoacién del procedimiento de control de las ayudas el § de
agosto de 1997, la Comisién nunca dio a entender que albergara dudas sobre la
legalidad, a la luz de las normas aplicables en materia de ayudas de Estado, de las
subvenciones ya abonadas o previstas que se describfan en dichas comunicacio-
nes. La Comisién tampoco puso en duda el carcter exhaustivo de la informacién
presentada por el Gobierno alemén.

Segiin el Gobierno alemdn, de ello se desprende que, por lo que respecta a dichas
subvenciones, la Comisién contribuyd, durante mds de tres afios, a que el
Gobierno alemdn y GS albergaran la confianza legitima de que no iba a formular
ninguna objecién contra las medidas de apoyo financiero a la reestructuracién de
esta empresa.

Por lo que respecta, por un lado, a las subvenciones ya abonadas en el momento
de su notificacién, el Gobierno aleman se remite a la sentencia de 24 de
noviembre de 1987, RSV/Comisién (223/85, Rec. p. 4617), segiin la cual la
Comision no dispone de un plazo ilimitado para juzgar, a la luz de las normas
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aplicables en materia de ayudas, la legalidad de tales subvenciones. Por el
contrario, segiin esta jurisprudencia la Comisién no estd facultada para solicitar
su restitucion si entre la incoacién del procedimiento principal de control y la
decisién por la que se ordena la restitucion han transcurrido 26 meses. Pues bien,
estos principios fueron manifiestamente vulnerados en el caso de autos, toda vez
que se trata de un caso tipico de reestructuracién de empresa por el
Treuhandanstalt y el BvS, cuyas caracteristicas eran bien conocidas por la
Comision.

Por otro lado, por lo que respecta a la notificacion de las medidas que se
encontraban aiin en fase de proyecto en aquel momento, de la sentencia de 11 de
diciembre de 1973, Lorenz (120/73, Rec. p. 1471), se desprende que, por regla
general, debe informarse claramente a los Estados miembros, en los dos meses
siguientes al envio de la notificacién, de la continuacién del procedimiento de
control. Pues bien, el Gobierno aleman sostiene que la Comisi6én dejé transcurrir
de dos a tres afios antes de manifestar, en su escrito de 5 de agosto de 1997, sus
dudas sobre la legalidad de los proyectos de subvenciones notificados en 1994 y
en 1995.

La Comisién sostiene, con caracter principal, que la correspondencia anterior al
6 de junio de 1997 mencionada por el Gobierno alemén carece de pertinencia en
el presente asunto. Alega que, si bien el 9 de junio de 1994 dicho Gobierno
remitid efectivamente informacién sobre las ayudas de 133,3 millones de DEM
concedidas a GS hasta finales de 1993, esta comunicacién tuvo lugar de manera
informal, contrariamente a lo previsto en el articulo 93, apartado 3, del Tratado.
Por otra parte, la notificacién formal realizada el 29 de junio de 1994 sélo se
refiere a ayudas a la inversién por un importe de 59,61 millones de DEM. Pues
bien, segtin la Comisién esta notificacién parcial fue retirada el 2 de diciembre
de 1994 por las autoridades alemanas, lo que se tradujo en la inexistencia de
notificacién formal de las ayudas controvertidas.

Con cardcter subsidiario, la Comisién sefiala, en primer lugar, que la confianza
legitima que invoca el Gobierno alemin sélo nace cuando la Comisién se
manifiesta sin reservas y de manera expresamente positiva respecto de las
medidas notificadas.
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En segundo lugar, la Comisién considera que el caso de autos no presenta
ninguna de las caracteristicas del asunto que dio lugar a la sentencia RSV/
Comisién, antes citada, invocada por el Gobierno aleman.

Por lo que respecta, en tercer lugar, a la sentencia Lorenz, antes citada, la
Comision sostiene que el plazo de dos meses mencionado en ella sélo empieza a
correr realmente cuando la Comisién dispone de toda la informacién necesaria
para adoptar su decisién. En cualquier caso, en el presente asunto la notificacién
de las ayudas concedidas a GS se produjo el 6 de junio de 1997 y el procedimiento
formal de examen se inici6 el 5 de agosto de 1997, es decir, antes de la expiracién
de este plazo de dos meses. Por lo demds, la Comisién destaca que, aun en caso de
expiracién de dicho plazo, el Estado miembro afectado sélo puede, por motivos
de seguridad juridica, ejecutar su proyecto de ayuda si ha advertido previamente
de ello a la Comision (sentencia Lorenz, antes citada, apartado 6). Pues bien, la
Comision alega que, en el presento asunto, el Gobierno aleman no respet este
principio.

Apreciacién del Tribunal de Justicia

Por lo que respecta a las subvenciones ya abonadas en el momento de su
comunicacion a la Comisién y a la confianza legitima invocada por el Gobierno
alemén, procede recordar, por una parte, que, habida cuenta del caricter
imperativo del control de las ayudas estatales que con arreglo al articulo 88 CE
efectiia la Comisién, las empresas beneficiarias de una ayuda sélo pueden, en
principio, depositar una confianza legitima en la validez de la ayuda cuando ésta
se conceda con observancia del procedimiento que prevé dicho articulo. En
efecto, en circunstancias normales, todo agente econémico diligente debe poder
comprobar si ha sido observado dicho procedimiento (véase, en este sentido, la
sentencia de 20 de marzo de 1997, Alcan Deutschland, C-24/95, Rec. p. I-1591,
apartado 25).

Por otra parte, aquel Estado miembro cuyas autoridades hayan concedido una
ayuda infringiendo las normas de procedimiento previstas en el articulo 88 CE no
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podra invocar la confianza legitima de la empresa beneficiaria para eludir la
obligacién de adoptar las medidas necesarias al objeto de ejecutar la decisién de
la Comisién mediante la cual se le ordene recuperar la ayuda. Admitir semejante
posibilidad equivaldria, en efecto, a privar de toda eficacia a lo dispuesto en los
articulos 87 CE y 88 CE, en la medida en que, de ese modo, las autoridades
nacionales podrian basarse en su propio comportamiento ilegal para desvirtuar la
eficacia de las decisiones adoptadas por la Comisién con arreglo a los referidos
articulos del Tratado CE (sentencias de 20 de septiembre de 1990, Comision/
Alemania, C-5/89, Rec. p. 1-3437, apartado 17, y de 14 de enero de 1997,
Espafia/Comisién, C-169/95, Rec. p. I-135, apartado 48).

Es cierto que del apartado 17 de la sentencia RSV/Comision, antes citada, se
desprende que el retraso de la Comisién en adoptar una decision en materia de
ayudas de Estado puede, en determinadas circunstancias, originar en el
beneficiario de una ayuda una confianza legitima suficiente para impedir que
dicha institucién requiera al Estado miembro afectado para que ordene la
restitucién de la ayuda.

Sin embargo, por una parte, las circunstancias del asunto que dio lugar a la
sentencia RSV/Comisién, antes citada, eran excepcionales y no presentan
ninguna similitud con las del caso de autos. En efecto, la medida objeto de
dicha sentencia se destinaba a un sector que, desde hacfa varios afios, se
beneficiaba de ayudas de Estado autorizadas por la Comision y su finalidad era
sufragar el coste adicional de una operacién que ya habia recibido una ayuda
autorizada.

Por otra parte, tal como ha sefialado acertadamente la Comisién, al ser su
interlocutor directo las autoridades nacionales estin mejor informadas sobre el
estado del procedimiento de control de las ayudas y sobre su resultado, por lo que
tienen menos posibilidades que los beneficiarios de éstas de alegar el menoscabo
de su confianza legitima, maxime cuando, como ocurre en el caso de autos,
siguieron proporcionando durante el periodo controvertido, por propia iniciativa
o a instancias de la Comisién, informacién complementaria sobre las medidas
adoptadas.
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Ademds, el propio Gobierno aleman admite que la Comisién habia solicitado a
las autoridades alemanas la suspensién del procedimiento de notificacién durante
un perfodo transitorio, al tiempo que les indicaba que tenfa intencién de reanudar
el examen del expediente cuando se hubiera alcanzado un acuerdo de
privatizacion.

En estas circunstancias, no puede acogerse la argumentacién del Gobierno
alemdn tendente a demostrar que se ha menoscabado la confianza legitima de las
autoridades nacionales.

Por lo que respecta a las medidas comunicadas por el Gobierno alemdn a la
Comision antes de su ejecucién, procede recordar que, de conformidad con el
articulo 6, apartado 6, del Sexto Cddigo de ayudas a la siderurgia, si la Comisién
no incoa el procedimiento formal de examen de las ayudas establecido en el
articulo 6, apartado 5, de dicho Cédigo o no da a conocer su posicién por
cualquier otro procedimiento en los dos meses siguientes a la recepcién de la
notificacién del proyecto, las medidas propuestas pueden ejecutarse siempre que
el Estado miembro informe previamente a la Comisién de su intencién.

Asimismo, es jurisprudencia reiterada que el objetivo del articulo 88 CE,
apartado 3, destinado a evitar la aplicacién de ayudas contrarias al Tratado CE,
implica que la prohibicién enunciada a este respecto en la tltima frase de esta
disposicién produce sus efectos a lo largo de toda la fase preliminar. Por este
motivo y con objeto de tener en cuenta el interés de los Estados miembros en que
se aclare rapidamente la situacion en aquellos casos en los que puede existir una
necesidad urgente de intervenir, la Comisién debe actuar rapidamente. Si, tras
haber sido informada por un Estado miembro de un proyecto dirigido a conceder
ayudas, la Comisién no inicia el procedimiento contradictorio al término de un
plazo razonable, el Estado miembro puede ejecutar la ayuda de que se trate,
siempre que haya advertido previamente de ello a la Comisién, puesto que dicha
ayuda pasa entonces a formar parte del régimen de ayudas existentes.
Inspirdndose en los articulos 173 del Tratado CE (actualmente articulo 230 CE,
tras su modificacién) y 175 del Tratado CE (actualmente articulo 232 CE), el
Tribunal de Justicia ha estimado que dicho plazo razonable no deberfa superar
los dos meses (en este sentido, véanse, en particular, las sentencias Lorenz, antes
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citada, apartado 4, y de 15 de febrero de 2001, Austria/Comisién, C-99/98, Rec.
p. I-1101, apartado 32). El Tribunal de Justicia también ha declarado que este
plazo de dos meses es un plazo imperativo (sentencia Austria/Comisién, antes
citada, apartados 72 a 74).

A este respecto, ha de sefialarse que la duracién del plazo de que dispone la
Comisién para efectuar el examen preliminar de un proyecto de ayuda y para
decidir si procede incoar un procedimiento contradictorio ha sido estimado, tanto
por el legislador comunitario en el marco del Sexto Cédigo de ayudas a la
siderurgia como por la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, en dos meses,
teniendo en cuenta el interés de los Estados miembros en que se aclare
rapidamente la situacién en aquellos casos en los que pueda existir una necesidad
urgente de intervenir. De ello se deduce que, habida cuenta de dicho interés, el
examen preliminar de un proyecto de ayuda debe considerarse en principio
urgente, salvo cuando el Estado miembro interesado consienta expresamente una
ampliacién del plazo (véase, en este sentido, la sentencia Austria/Comision, antes
citada, apartado 76).

En el presente caso, habida cuenta de la misién especifica del Treuhandanstalt,
del BvS y de BMGB, procede sefialar, en primer lugar, que todas las subvenciones
examinadas por la Comisién en la Decision impugnada constituyen medidas
adoptadas, por una parte, con el fin de lograr una reestructuracién de GS y, por
otra, con vistas a privatizar esta empresa.

Debe sefialarse, en segundo lugar, que el Gobierno alemédn ha afirmado, en
relacién con la retirada de la comunicacién de 29 de junio de 1994, que ésta se
produjo porque la Comisién habia exigido a las autoridades alemanas que
suspendieran el procedimiento de notificacién durante un periodo de transicion
ya que la privatizacién de GS no era inminente. En efecto, segiin el Gobierno
aleméan, la Comisién le habfa comunicado en varias ocasiones que deseaba
reanudar el examen de la cuestién —incluido el de las subvenciones ya abonadas
que dicho Gobierno ya le habia comunicado— cuando la reestructuracion de GS
hubiera progresado y se hubiera alcanzado un acuerdo de privatizacién.
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Es cierto que dicha retirada s6lo afectaba a la comunicacién de 29 de junio
de 1994. No obstante, constituye un indicio claro e inequivoco de que el
Gobierno alemdn acepté que la Comisién examinara todas las medidas
adoptadas en favor de GS al mismo tiempo que las circunstancias de la
reestructuracién y de la privatizacién de esta empresa.

Esta constatacion queda ademds corroborada por el hecho de que, pese a las
numerosas comunicaciones que envié a la Comisién, el Gobierno aleman
consider sin embargo necesario notificar de nuevo, mediante su escrito de 6 de
junio de 1997, las medidas de financiacién adoptadas en favor de GS.

En estas circunstancias, debe llegarse a la conclusién de que, en el caso de autos,
al incoar el procedimiento previsto en el articulo 6, apartado 5, del Sexto Cédigo
de ayudas a la siderurgia el 5 de agosto de 1997, es decir, menos de dos meses
después de la notificacién de 6 junio de 1997 mencionada en el apartado anterior,
la Comisién no vulner6 el plazo previsto en el articulo 6, apartado 6, de dicho
Cédigo y establecido en la jurisprudencia recordada en los apartados 49 y 50 de
la presente sentencia.

Por consiguiente, habida cuenta de las consideraciones precedentes, debe
desestimarse la primera parte del segundo motivo del Gobierno aleman.

Sobre la segunda parte

El Gobierno alemdn sostiene que, al no hacer ninguna alusién a las circunstancias
determinantes del procedimiento de notificacién anteriores al 6 de junio de 1997,
al no hacer ninguna referencia a los efectos de las medidas controvertidas sobre
los intercambios entre Estados miembros y al no indicar tampoco si dichas
medidas falsean o amenazan falsear la competencia, la Decisién impugnada
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vulnera la obligacién de motivacién, tal como se halla prevista en los
articulos 5 CA, parrafo segundo, cuarto guién, 15 CA, parrafo primero, y 253 CE.

A este respecto, procede recordar que, si bien es cierto que la motivacion que
exigen las disposiciones mencionadas en el apartado anterior debe revelar de
manera clara e inequivoca el razonamiento de la autoridad comunitaria autora
del acto impugnado, de modo que los interesados puedan conocer la justificacién
de la medida adoptada y el Tribunal de Justicia ejercer su control, no se exige, sin
embargo, que dicha motivacién especifique todas las razones de hecho o de
Derecho pertinentes. En efecto, la cuestién de si la motivacién de una decisién
cumple dichas exigencias debe apreciarse no sélo teniendo en cuenta su tenor
literal, sino también su contexto, asi como el conjunto de normas juridicas que
regulan la materia de que se trate (véanse, en este sentido, las sentencias de 29 de
febrero de 1996, Comisién/Consejo, C-122/94, Rec. p. I-881, apartado 29; de
15 de mayo de 1997, Siemens/Comisién, C-278/95 P, Rec. p. I-2507, apartado 17,
y de 2 de abril de 1998, Comisién/Sytraval y Brink’s France, C-367/95 P, Rec.
p. I-1719, apartado 63).

Por lo que se refiere, mas precisamente, a una decision en materia de ayudas de
Estado, el Tribunal de Justicia ha declarado que, si bien de las propias
circunstancias en las que se concedid la ayuda es posible deducir, en determinados
casos, que puede afectar a los intercambios entre Estados miembros y falsear o
amenazar con falsear la competencia, corresponde a la Comisién mencionar al
menos dichas circunstancias en los motivos de su decisién (sentencias de 13 de
marzo de 1985, Paises Bajos y Leeuwarder Papierwarenfabriek/Comision,
asuntos acumulados 296/82 y 318/82, Rec. p. 809, apartado 24; de 24 de
octubre de 1996, Alemania y otros/Comisién, asuntos acumulados C-329/93,
C-62/95 y C-63/95, Rec. p. I-5151, apartado 52, y de 19 de octubre de 2000,
Italia y Sardegna Lines/Comisi6n, asuntos acumulados C-15/98 y C-105/99, Rec.
p. I-8855, apartado 66).

En el caso de autos, las medidas de apoyo controvertidas adoptadas en favor del
sector de produccién de GS comprendido en el d4mbito del Tratado CECA estin
sujetas al articulo 4 CA, letra c), que no exige, para que las ayudas se consideren
incompatibles con el mercado comtn del carbén y del acero, que afecten a los
intercambios entre Estados miembros o que falseen o amenacen falsear la
competencia.
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Por lo que se refiere a las ayudas destinadas a los sectores de produccién de GS no
comprendidos en el 4mbito de aplicacién del Tratado CECA, procede observar
que, al invocar en los considerandos 54 a 63 de la Decisién impugnada, en primer
lugar, que GS pertenece al sector sensible de la siderurgia; en segundo lugar, la
Comunicacién de la Comisién, de 13 de diciembre de 1988, relativa a la
delimitacién de determinados sectores sideriirgicos no regulados en el Tratado
CECA (DO C 320, p. 3; en lo sucesivo, «Delimitacién de determinados sectores
sidertirgicos no regulados en el Tratado CECA»), que presenta de manera
analitica la situacién del mercado comunitario de los productos sideriirgicos no
comprendidos en el 4mbito de aplicacién del Tratado CECA y expone la larga y
grave crisis en la que se halla sumido dicho sector desde los afios setenta; en tercer
lugar, la Comunicacién de la Comisién, de 10 de marzo de 1998, relativa a las
directrices sobre las ayudas de Estado de finalidad regional (DO C 74, p. 9; en lo
sucesivo, «Directrices sobre las ayudas de Estado de finalidad regional»), y, en
tltimo lugar, el limite del 35 % previsto para las ayudas regionales a los nuevos
Liander concedidas en el marco de la Gemeinschaftsaufgabe Verbesserung der
regionalen Wirtsschaftsstruktur (Misién de interés comtin destinada a la mejora
de la estructura de la economia regional; en lo sucesivo, «Gemeinschaftsaufga-
be»), aprobada por la Comisién, ésta indicé de manera suficiente las razones por
las cuales la aprobaciéon de una ayuda superior al 35 % constituiria una
distorsién inaceptable de la competencia que afectarfa a los intercambios entre
Estados miembros.

Por lo que se refiere a las circunstancias del procedimiento administrativo
anteriores al 6 de junio de 1997, basta con sefialar que, tal como se desprende de
los apartados 51 a 55 de la presente sentencia, la Comisién obré correctamente al
estimar que la notificacién de 6 de junio de 1997 era la nica que podia tomarse
en consideracién con arreglo a los articulos 93, apartado 3, del Tratado y 6,
apartado 6, del Sexto Cédigo de ayudas a la siderurgia. Ademas, la Comisién ha
afirmado, sin que el Gobierno aleman la haya contradicho en este punto, que
dicha notificacién tenfa por objeto todas las medidas financieras adoptadas en
favor de GS. De ello se desprende que el hecho de que no se hayan mencionado
las comunicaciones que tuvieron lugar antes del 6 de junio de 1997 no constituye
un incumplimiento de la obligacién de motivacién que resulta de los
articulos 5 CA, parrafo segundo, cuarto guién, 15 CA, parrafo primero, y 253 CE.

En estas circunstancias, debe desestimarse la segunda parte del segundo motivo
del Gobierno alemdn. En consecuencia, procede desestimar este motivo en su
totalidad.
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Sobre el tercer motivo, basado en la aplicacién de las normas del Tratado CECA
a sectores de produccién de GS no comprendidos en el dmbito de dicho Tratado

Alegaciones de las partes

Mediante su tercer motivo, el Gobierno alemdn sostiene que, por lo que se refiere
a la evaluacién de las ayudas al funcionamiento y de las medidas sociales de que
se beneficié GS, la Decision impugnada adolece de un error y debe ser anulada, en
la medida en que la Comisién aplicé las normas de Tratado CECA y de los
Cédigos de ayudas a la siderurgia para apreciar la legalidad no sélo de las
medidas de apoyo relativas al sector de producciéon de GS comprendido en el
ambito de aplicacién de dicho Tratado, sino también de las destinadas a los
sectores de produccién de GS no comprendidos en dicho dmbito.

En primer lugar, el Gobierno alemédn considera que el mero hecho de que una
empresa fabrique, en uno de los cuatro sectores de su actividad, productos
contemplados en el anexo I CA no basta para someter el resto de la actividad de
esta empresa al Tratado CECA. En el presente caso, esto es tanto mas cierto
cuanto que los productos de GS no contemplados en dicho anexo representan
mds del 90 % de su volumen de negocios externo. En efecto, s6lo en una de las
cuatro instalaciones de GS, a saber, en la instalacién de fundicion, se fabrican
productos semiacabados (lingotes y desbastes) mencionados en dicho anexo. Pues
bien, més del 90 % 'de dichos productos semiacabados no son comercializados
por GS, sino utilizados dentro de la empresa para su transformacién en la forja, el
tren de laminado y la fundicién.

En segundo lugar, el Gobierno alemin afirma que, tal como resulta de los
articulos 50 CA, apartado 2, y 80 CA, la aplicacién del Tratado CECA a una
empresa no depende de la actividad de esta empresa considerada en su conjunto,
sino de sus productos. En apoyo de esta tesis, el Gobierno alemén invoca la
jurisprudencia del Tribunal de Justicia (sentencias de 17 de diciembre de 1959,
Société des fonderies de Pont-a-Mousson/Alta Autoridad, 14/59, Rec. pp. 445
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y ss., en especial p. 469, y de 15 de diciembre de 1987, Deutsche Babcock,
328/85, Rec. p. 5119, apartado 9), de la que se desprende, en su opinién, que la
aplicabilidad del Tratado CECA debe determinarse en funcién de los productos.

En tercer lugar, el Gobierno alemdn alega que, al aplicar el Tratado CECA a
productos que no estdn comprendidos en su ambito de aplicacién, la Comisién
contradice su prictica anterior, tal como resulta de la Delimitacién de
determinados sectores sidertirgicos no regulados en el Tratado CECA, de su
Decisién 97/21/CECA, CE, de 30 de julio de 1996, relativa a una ayuda estatal
concedida a J]a Compafiia Espafiola de Tubos por Extrusién SA, situada en Llodio
(Alava) (DO 1997, L 8, p. 14), y de su Decisién de 29 de julio de 1998 por la que
se autoriza una ayuda de reestructuracién a Productos Tubulares (DO C 409,

p. 6).

Por tltimo, el Gobierno alemdn sostiene que GS garantiza, gracias a una
contabilidad analitica separada y verificada por auditores de cuentas indepen-
dientes, que los medios puestos a disposicién de su sector de produccién
comprendido en el 4mbito de aplicacién del Tratado CECA no se destinan a otros
sectores, ni a la inversa. A este respecto, recuerda que en el considerando
decimocuarto de la Decision impugnada la Comisién mencioné el informe de la
auditora KPMG, presentado por el Gobierno alemdn en 1998, del que se
desprende claramente que, desde 1990, GS llevaba una contabilidad analitica
separada por unidad de gestion que permitia identificar con exactitud la
asignacion de los fondos entre las distintas instalaciones de produccién.

De ello se desprende, en su opinién, que la Comisién no basé la Decisién
impugnada en la constatacion efectiva de una utilizacién desproporcionada de los
medios de produccién en el sector de produccién de GS comprendido en el
ambito de aplicacién del Tratado CECA, sino en la suposicién, refutada por el
informe de KPMG, de que existia un riesgo de desvio.

El Gobierno alemdn concluye afirmando que la informacién y los informes que
proporcioné demuestran que en el caso de autos no existfa ningiin riesgo de
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desvio. Ademds, la Comisién no constat la existencia de tal desvio. Por tanto, el
hecho de que la Comisién haya adoptado en el presente asunto, sin una
motivacién suficiente, una decision distinta de la adoptada el 29 de julio de 1998,
mencionada en el apartado 67 de la presente sentencia, constituye una grave
discriminacién contra GS y, al mismo tiempo, un abuso de la facultad de
apreciacién de que dispone esta institucién.

Con caricter principal, la Comisién alega, en primer lugar, que resulta
claramente de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia que el Tratado CECA
se aplica a todas las empresas que fabrican productos contemplados en el
anexo I CA, con independencia de que dichas empresas comercialicen por si
mismas estos productos o se limiten a reutilizarlos. Por tanto, el elemento
determinante no es la comercializacién, sino la fabricacién, y, en el caso de
procedimientos integrados, la fabricacién de productos intermedios, ya que
siempre existe el peligro de que los productos destinados en principio a su uso
interno terminen siendo comercializados (sentencia Société des fonderies de
Pont-3-Mousson/Alta Autoridad, antes citada, pp. 470 a 472).

En segundo lugar, la Comisién considera que la sentencia Deutsche Babcock,
antes citada, no es pertinente en el presente asunto, ya que se refiere a la
aplicabilidad a productos comprendidos en el 4mbito de aplicacién del Tratado
CECA de un reglamento del Consejo relativo a la devolucién de derechos de
importacién o de exportacion.

Por dltimo, de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia se desprende, en su
opinién, que la aplicabilidad de las normas de competencia fijadas en el Tratado
CECA, incluido el régimen de las ayudas, no depende, por su naturaleza, de los
productos, sino de las empresas.

En el supuesto de que no se acogiese esta argumentacion, la Comision alega, con
caricter subsidiario, que la aplicacién del Tratado CECA y de los Cédigos de
ayudas a la siderurgia para apreciar todas las ayudas al funcionamiento y
medidas sociales de que se beneficié GS se justifica por la existencia de un riesgo
de desvio de dichas ayudas al sector de produccién de GS comprendido en el
ambito de aplicacién de dicho Tratado. En efecto, tal como resulta de los

I-1198



75

76

77

ALEMANIA / COMISION

considerandos 35 a 40 de la Decisién impugnada, las ayudas destinadas
aparentemente a los sectores de produccién no comprendidos en el 4mbito de
aplicacién del Tratado CECA se asignaron en realidad al sector de produccién
integrado posterior comprendido en dicho 4mbito, en el sentido de que este
tltimo sector se beneficid, gracias a la contabilidad interna, de un precio total
fijado artificialmente.

En respuesta a la argumentacién del Gobierno aleman segiin la cual la Comisién
no demostré el desvio, sino que se limitd a mencionar un riesgo de desvio, la
Comisién sostiene que la inexistencia total de desvio constituye un requisito
previo al examen de ayudas a la luz del Tratado CE. En otras palabras, es un
requisito de su compatibilidad con dicho Tratado. Por consiguiente, la
inexistencia de desvio deberia haber sido invocada y probada por el Estado
miembro, puesto que sobre él recae la carga de la prueba en materia de
compatibilidad con el mercado comiin de las ayudas concedidas. Pues bien, las
autoridades alemanas no han sido capaces de aportar esta prueba, de modo que
procede, en opinién de la Comisién, atenerse a la hipétesis de una atribucién de
las ayudas controvertidas al sector de produccién de GS comprendido en el
dmbito de aplicacién del Tratado CECA.

Apreciacién del Tribunal de Justicia

Procede recordar, en primer lugar, que, a tenor del articulo 4 CA, letra c), que
constituye el fundamento del régimen juridico de las ayudas de Estado
comprendidas en el dmbito de aplicacién del Tratado CECA, se declaran
incompatibles con el mercado comiin del carbén y del acero y estin, por
consiguiente, prohibidas, en las condiciones previstas en dicho Tratado, las
subvenciones o ayudas otorgadas por los Estados, cualquiera que sea su forma.

Ha de seiialarse, en segundo lugar, que, en virtud de los articulos 80 CA y 81 CA,
s6lo las empresas que ejercen una actividad de produccién en el campo del carbén
y del acero estin sujetas a las normas del Tratado CECA y que, a este respecto,
los términos «carbén» y «acero» tnicamente comprenden los productos
enumerados en el anexo I CA.
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De ello se desprende que un empresa sélo esta sujeta a la prohibicién establecida
en el articulo 4 CA, letra c), en la medida en que ejerce tal actividad de
produccién (véase, en este sentido, la sentencia Société des fonderies de
Pont-a-Mousson/Alta Autoridad, antes citada, pp. 467 y 468).

En el presente caso, no se cuestiona que GS ejerce una actividad de produccién
comprendida en el anexo I CA. No obstante, el Gobierno alemén alega que el
90 % de las actividades comerciales de GS consisten en la venta de productos no
comprendidos en el 4mbito de aplicacién de Tratado CECA y que el 90 % de los
productos semiacabados producidos por esta empresa y comprendidos en el
ambito de aplicacién de dicho Tratado no son comercializados por ella, sino
utilizados en su seno.

A este respecto, procede recordar, por una parte, que el articulo 4 CA, letra c), a
diferencia del articulo 87 CE, apartado 1, no exige, para que las ayudas se
consideren incompatibles con el mercado comin, que éstas falseen o amenacen
con falsear la competencia. En efecto, dicha disposiciéon del Tratado CECA
prohibe todas las ayudas sin excepcibn, de tal forma que no puede contener

ninguna norma de minimis (véase, en este sentido, el auto de 25 de enero de 2001,
Lech-Stahlwerke/Comisién, C-111/99 P, Rec. p. I-727, apartado 41).

Por otra parte, de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia se desprende que el
concepto de «produccién» a efectos del articulo 80 CA no puede interpretarse en
el sentido de que se refiere Ginicamente a la fabricacién de productos destinados a
ser comercializados. En efecto, ademds de que tal interpretacién conduciria a
excluir del 4mbito de aplicaciéon del Tratado CECA una fraccién importante o
incluso preponderante de la produccién de los objetos enumerados en el
anexo I CA, lo que serfa manifiestamente contrario a las intenciones de los
autores de dicho Tratado, harfa depender la aplicacién de dicho Tratado a un
producto de la estructura juridica de la empresa productora. Pues bien, en tal
supuesto quedaria excluida del 4mbito de aplicacién del Tratado CECA, en
particular, la produccién de las grandes fibricas integradas, consecuencia que
seria contraria tanto a la letra de dicho Tratado como a su espiritu y finalidad
(véase, en este sentido, la sentencia Société des fonderies de Pont-a-Mousson/Alta
Autoridad, antes citada, pp. 470 y 471).
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Procede concluir, por tanto, afirmando que ni el hecho de que la produccién de
GS comprendida en el 4mbito del Tratado CECA sea relativamente pequefia ni el
hecho de que GS no comercialice tal produccién pueden excluir a esta empresa
del d4mbito de aplicacién de dicho Tratado, en particular de su articulo 4 CA,
letra c).

No obstante, debe sefialarse que, en el presente caso, la Comisién ha aplicado las
normas del Tratado CECA y de los Cédigos de ayudas a la siderurgia para
examinar no s6lo las ayudas al funcionamiento y las medidas sociales destinadas
a los sectores de produccién de GS comprendidos en el 4mbito de dicho Tratado,
sino también las medidas en favor de los sectores de produccién de dicha empresa
no comprendidos en él.

A este respecto, ha de indicarse que, en el caso de las empresas que fabrican tanto
productos comprendidos en el dmbito de aplicacién del Tratado CECA como
productos comprendidos en el del Tratado CE, la aplicacién del Tratado CECA a
ayudas destinadas a apoyar un sector de produccién no comprendido en el
dmbito de aplicacién de este Tratado puede estar justificada cuando existe un
riesgo real de desvio de dichas ayudas a actividades de produccién incluidas en
dicho 4mbito de aplicacién. En efecto, habida cuenta, por una parte, de las
particularidades del sector de la siderurgia y, por otro, de la prohibicién estricta y
absoluta de ayudas de Estado enunciada en el articulo 4 CA, letra c), serfa
contrario a la finalidad del sistema establecido por el Tratado CECA someter a
las normas menos estrictas del Tratado CE el examen de las ayudas que pueden
beneficiar potencialmente a los sectores de produccién de una empresa que estin
comprendidos en el dmbito de aplicacién del Tratado CECA.

Por tanto, procede examinar si en el caso de autos existfa tal riesgo de desvio.

En los considerandos 35 a 41 de la Decisién impugnada la Comisién demostréd
suficientemente la existencia de tal riesgo, invocando en particular la imposibi-
lidad de distinguir las ayudas concedidas a los sectores de produccién de GS
comprendidos en el 4mbito de aplicacién del Tratado CECA de las concedidas a
sus otros sectores de produccién, debido a que esta empresa no dispone de
contabilidades separadas.
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La Comisién facilité incluso serios indicios de que tal desvio se produjo
efectivamente. En efecto, tal como sefial6 el Abogado General en el punto 40 de
sus conclusiones, del cuadro reproducido en el considerando 36 de la Decision
impugnada se desprende que los datos contables que figuran en el informe de la
auditora KPMG, invocado por el Gobierno aleman para demostrar la existencia
de una contabilidad separada, contradicen los que figuran en la notificacién de
6 de junio de 1997 en la practica totalidad de las partidas y confirman la
apreciacién de la Comisién, expuesta en el considerando 39 de la Decisién
impugnada, sobre el desvio en la asignacién de los fondos.

Por consiguiente, la Comisién obré acertadamente al apreciar la legalidad de
todas las ayudas al funcionamiento y medidas sociales adoptadas en favor de GS
a la luz del Tratado CECA.

En consecuencia, debe desestimarse el tercer motivo del Gobierno aleman.

Sobre el cuarto motivo, basado en la evaluacién errénea, con arreglo al Quinto
Cédigo de ayudas a la siderurgia, de las ayudas a la inversion destinadas a los
sectores de produccién de GS comprendidos en el dmbito del Tratado CECA

Mediante su cuarto motivo, el Gobierno alemin sostiene que la Decision
impugnada es ilegal y, por tanto, debe ser anulada, en la medida en que declara,
en el considerando 51, que las ayudas a la inversién por importe de 13,3 millones
de DEM otorgadas a GS son incompatibles con el mercado comiin del carbén y
del acero.

El hecho de que la Comisién haya concluido que dichas ayudas a la inversién no
pueden ser compatibles con el Tratado CECA y con el articulo 3, tercer guién, del
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Quinto Cédigo de ayudas a la siderurgia por la sola razén de que no se le
notificaron antes del 30 de junio de 1994 demuestra que adoptd en el presente
caso una actitud contradictoria, ya que fue precisamente dicha institucién quien
solicit6 al Gobierno alemén que retirara su comunicacién de 29 de junio de 1994.

En cualquier caso, el Gobierno aleman afirma que el mero incumplimiento
formal del plazo de notificacién no autoriza a la Comisién a solicitar la
devolucién definitiva de una ayuda si no ha examinado ni cuestionado su
legalidad con arreglo al Derecho material. A este respecto, invoca la juris-
prudencia del Tribunal de Justicia relativa a las ayudas de Estado comprendidas
en el dmbito de aplicacién del Tratado CE, que, segtin alega, es igualmente
aplicable al Tratado CECA (sentencias de 14 de febrero de 1990, Francia/
Comisién, denominada «Boussac Saint Fréres», C-301/87, Rec. p. I-307, y de
11 de julio de 1996, SFEI y otros, C-39/94, Rec. p. I-3547, apartado 43).

A este respecto, procede sefialar, en primer lugar, que, a diferencia de las
disposiciones del Tratado CE relativas a las ayudas de Estado, que facultan de
manera permanente a la Comisién para decidir sobre su compatibilidad, los
Cédigos de ayudas sélo le atribuyen tal competencia durante un perfodo
determinado (sentencia de 24 de septiembre de 2002, Falck y Acciaierie di
Bolzano/Comisién, asuntos acumulados C-74/00 P y C-75/00 P, Rec. p. I-7869,
apartado 115).

Por tanto, si las ayudas que los Estados miembros desean que se autoricen con
arreglo a un Cddigo no se notifican durante el perfodo previsto a tal efecto por
éste, la Comisién ya no puede pronunciarse sobre la compatibilidad de estas
ayudas desde el punto de vista del mencionado Cédigo (véanse las sentencias de
3 de octubre de 1985, Alemania/Comisién, 214/83, Rec. p. 3053, apartados 40 a
47, y de 13 de julio de 2000, Salzgitter/Comisién, C-210/98 P, Rec. p. 1-5843,
apartados 49 a 55).

En el caso del Quinto Cédigo de ayudas a la siderurgia, debe recordarse que, de
conformidad con su articulo 5, las ayudas regionales a las inversiones previstas en
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los regimenes generales pueden considerarse compatibles con el mercado comtin
hasta el 31 de diciembre de 1994 siempre y cuando la empresa beneficiaria esté
establecida en el territorio de los nuevos Linder y la ayuda vaya acompaiiada de
una reduccién de la capacidad total de produccién de este territorio.

Ademis, el articulo 6, apartado 1, tercera frase, de dicho Cédigo establece que las
notificaciones de los proyectos de ayudas contemplados en el articulo 5 del
mismo Cédigo deben efectuarse a la Comisién a mis tardar el 30 de junio
de 1994.

Dado que las ayudas controvertidas no fueron notificadas a la Comisién hasta el
6 de junio de 1997, ésta no podia, de conformidad con la jurisprudencia
recordada en los apartados 93 y 94 de la presente sentencia, examinarlas a la luz
del Quinto Cédigo de ayudas a la siderurgia. El hecho de que se hubiera
informado a la Comisién de dichas ayudas mediante la comunicacién de 29 de
junio de 1994, retirada posteriormente por las autoridades alemanas, no puede
modificar esta conclusién.

El hecho, alegado por el Gobierno aleman y negado por la Comisién, de que
dicha retirada se produjera a peticién de aquélla carece, en el presente asunto, de
consecuencias juridicas.

Por consiguiente, debe desestimarse el cuarto motivo del Gobierno aleman.
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Sobre el quinto motivo, basado en la evaluacién errénea de las ayudas a la
inversion destinadas a los sectores de produccién de GS no comprendidos en el
Tratado CECA

Mediante su quinto motivo, que consta de dos partes, el Gobierno alemin
cuestiona la apreciacién realizada por la Comisién de las ayudas a la inversién
destinadas a los sectores de produccién de GS no comprendidos en el Tratado
CECA.

Sobre la primera parte

El Gobierno alemén sostiene que, al evaluar las ayudas a la inversién destinadas a
los sectores de produccién de GS no comprendidos en el Tratado CECA, la
Comisién aplicé erréneamente, en la Decisién impugnada, los criterios previstos
para las ayudas regionales en el Quinto Cédigo de ayudas a la siderurgia y no
—tal como habia solicitado este Gobierno— las Directrices comunitarias sobre
ayudas de Estado de salvamento y de reestructuracién de empresas en crisis
(DO 1994, C 368, p. 12; en lo sucesivo, «Directrices en materia de
reestructuracion»), Pues bien, el primer texto limita la intensidad de las ayudas
al 35 % del importe de las inversiones, mientras que el segundo autoriza ayudas
que ascienden hasta el 100 % de dicho importe.

A este respecto, el Gobierno aleman formula tres alegaciones.

Primero, sostiene que las ayudas a la inversién destinadas a los sectores de
produccién de GS no comprendidos en el 4mbito del Tratado CECA deberian
haberse evaluado dnicamente a la luz del Tratado CE. Ahora bien, la Comisién
consider6, basandose en que GS en su conjunto ejerce su actividad en un «sector
sensible», que la autorizacién de las ayudas prevista en el Tratado CE no puede
exceder de lo permitido por el Tratado CECA y el Quinto Cédigo de ayudas a la
siderurgia. A juicio de dicho Gobierno, esta remisién a los criterios del Tratado
CECA y de dicho Cédigo es ilegal.
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Segundo, el Gobierno aleman afirma que las actividades de GS comprendidas en
el ambito del Tratado CE no constituyen un «sector sensible» en el sentido del
marco juridico que regula las actividades del Treuhandanstalt o de las Directrices
en materia de reestructuracion. Segtin dicho Gobierno, un sector econémico no es
un «sector sensible» por el mero hecho de sufrir «excesos de capacidad
sectoriales». En efecto, los «sectores sensibles» son inicamente aquellos sectores
econémicos respecto de los cuales la Comisi6n ha fijado, en sus comunicaciones o

en otros actos juridicos, criterios materiales para la autorizacién de las ayudas de
Estado.

Pues bien, en opinién del Gobierno aleman la Delimitacién de determinados
sectores sidertirgicos no regulados en el Tratado CECA no tiene por efecto
designar un sector sensible, ya que se limita a imponer la notificaciéon de las
medidas adoptadas en favor de la industria de la fabricacién de tubos. Dicha
Delimitacién carece de toda consecuencia juridica para los sectores de produccién
de GS no comprendidos en el dmbito del Tratado CECA. No implica, en
particular, que el apoyo a un proyecto de reestructuracién esté limitado al 35 %
del importe de las inversiones.

Tercero, el Gobierno aleman defiende que, al negarse a aplicar en el presente caso
las Directrices en materia de reestructuracién, que se habian aplicado en cientos
de casos comparables de privatizaciones llevadas a cabo por el Treuhandanstalt,
el BvS y BMGB, la Comisién incurrié6 en un grave error de apreciacién. El
Gobierno alemdn sostiene que la afirmacién de la Comisi6n segiin la cual no se le
someti6 ningéin plan de reestructuracién es falsa y asegura que le present6 dicho
plan de reestructuracién en el marco tanto de las comunicaciones efectuadas de
1994 a 1996 como de la notificacién de 6 de junio de 1997. El Gobierno aleman
alega que si en el presente caso el elemento esencial consistia en la recuperacion
de Ia rentabilidad de la empresa a raiz de una privatizaci6n, tal como se indica en
el considerando 58 de la Decisién impugnada, la Comisién deberia haber
autorizado las ayudas controvertidas hasta el limite del 100 %.

A este respecto, procede recordar, en primer lugar, que la Comisién estimé
acertadamente, en el considerando 56 de la Decisién impugnada, que el marco
que regula las actividades del Treuhandanstalt, a saber, los escritos de la
Comisién al Gobierno alemin SG(91) D/17825 de 26 de octubre de 1991,
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SG(92) D/17613 de 8 de diciembre de 1992 y SG(95) D/1062 de 1 de febrero
de 1995, no era aplicable en el presente caso. En efecto, dichos escritos excluyen
del régimen que establecen, como sector sensible, el «sector del acero», y no el
«sector del acero comprendido en el 4mbito del Tratado CECA».

En segundo lugar, de los considerandos 60 a 63 de la Decisién impugnada se
desprende, por una parte, que la Comisién considerd que las Directrices sobre las
ayudas de Estado de finalidad regional vigentes en el momento de la concesién de
las ayudas constitufan la tinica base juridica aplicable a efectos de evaluar las
ayudas a la inversién en favor de los sectores de produccién de GS no
comprendidos en el 4mbito del Tratado CECA. Por otra parte, al considerar que
dichas ayudas debian apreciarse a la luz de los limites autorizados para las ayudas
regionales a la inversién concedidas en el marco del régimen general de la
Gemeinschaftsaufgabe, la Comisién concluyé, de conformidad con los
articulos 87 CE, apartado 3, y 88 CE, apartado 2, que dichas ayudas sélo eran
compatibles con el mercado comiin hasta el limite del 35 %.

Ha de sefialarse que, a diferencia de lo que sostiene el Gobierno alemén, de dicho
razonamiento no se desprende en absoluto que la Comisién haya aplicado las
normas del Tratado CECA o de los Cédigos de ayudas a la siderurgia para
apreciar dichas medidas.

Por ultimo, por lo que se refiere a la alegacién mediante la cual el Gobierno
aleman reprocha a la Comisién no haber aplicado en el presente caso las
Directrices en materia de reestructuracién, procede observar que, tal como se
desprende del considerando 53 de la Decisién impugnada, el 14 de octubre
de 1998 la Repiiblica Federal de Alemania informé a la Comisién de que, por lo
que respecta a las ayudas a la inversién controvertidas, el Treuhandanstalt,
EREL y el BvS habfan actuado de hecho como organismos pagadores de ayudas
regionales. Dado que esta afirmacién de la Comisién no ha sido negada por el
Gobierno alemdn, debe considerarse que dichas ayudas se otorgaron como
ayudas regionales.
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Ademis, en el presente caso no se ha acreditado la existencia de un plan de
reestructuracion de GS que acompafiara a las ayudas a la inversién controver-
tidas. En efecto, el Gobierno alemén se ha limitado a hacer referencia de manera
abstracta a sus intercambios de correspondencia con la Comisi6n, tanto durante
el procedimiento administrativo como después de éste, sin presentar elementos
concretos que demuestren que se habfa elaborado un verdadero programa de
reestructuracién coherente y exhaustivo que se habfa comunicado a la Comisién
para su aprobacion.

Por otro lado, la alegacién del Gobierno aleman segiin la cual el flujo de tesoreria
de GS fue positivo por primera vez durante el ejercicio de 1998 no puede
demostrar, por si sola, la recuperacién duradera de la rentabilidad de esta
empresa.

Por consiguiente, la primera parte del quinto motivo debe desestimarse por
infundada.

Sobre la segunda parte

Mediante la segunda parte de su quinto motivo, el Gobierno aleman sostiene que
la Decisién impugnada adolece de un error de Derecho por cuanto la Comisién se
abstuvo de autorizar las ayudas a la inversién destinadas a los sectores de
produccién de GS no comprendidos en el 4mbito del Tratado CECA con arreglo
al articulo 87 CE, apartado 2, letra c). Sostiene que la reestructuracion de GS y
las medidas de acompafiamiento del Treuhandanstalt, el BvS y BMGB cons-
tituyen un caso tipico de aplicacién de esta disposicién, en particular porque
Groditz (Alemania) quedé especialmente afectado por ser un antiguo lugar de
implantacién sidertrgica, por las consecuencias de la planificacién econémica
socialista y porque el nivel econémico medio de esta zona se halla lejos de
alcanzar el de los Linder que formaban la Repiblica Federal de Alemania antes
de la reunificacién alemana.
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A este respecto, debe recordarse que, a tenor del articulo 87 CE, apartado 2,

letra c), son compatibles con el mercado comiin «las ayudas concedidas con

objeto de favorecer la economia de determinadas regiones de la Repiiblica Federal

de Alemania, afectadas por la divisién de Alemania, en la medida en que sean

gecesarias para compensar las desventajas econémicas que resultan de tal
ivisi6n».

Tras la reunificacién de Alemania, esta disposicién no ha sido derogada ni por el
Tratado de la Unién Europea ni por el Tratado de Amsterdam (sentencia de 19 de
septiembre de 2000, Alemania/Comisién, C-156/98, Rec. p. I-6857, apartado 47).

No obstante, debe sefialarse que, por tratarse de una excepcién al principio
general de incompatibilidad de las ayudas de Estado con el mercado comiin,
establecido en el articulo 87 CE, apartado 1, el articulo 87 CE, apartado 2,
letra c), debe interpretarse en sentido estricto (véase la sentencia de 19 de
septiembre de 2000, Alemania/Comisién, antes citada, apartado 49).

Ademés, como ha declarado el Tribunal de Justicia, para la interpretacién de una
disposicién de Derecho comunitario procede tener en cuenta no sélo el tenor de
ésta, sino también su contexto y los objetivos que pretende alcanzar la normativa
de que forma parte (sentencias de 17 de noviembre de 1983, Merck, 292/82, Rec.
p. 3781, apartado 12; de 21 de febrero de 1984, St. Nikolaus Brennerei und
Likorfabrik, 337/82, Rec. p. 1051, apartado 10, y de 19 de septiembre de 2000,
Alemania/Comisién, antes citada, apartado 50).

Por otra parte, si bien a raiz de la reunificacién de Alemania el articulo 87 CE,
apartado 2, letra c), debe aplicarse a los nuevos Liinder, esta aplicacién debe estar
sujeta a los mismos requisitos que eran aplicables en los antiguos Linder durante
el periodo anterior a la fecha de la reunificacién (véase la sentencia de 19 de
septiembre de 2000, Alemania/Comisién, antes citada, apartado 51).
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A este respecto, la expresién «divisién de Alemania» se refiere, historicamente, al
establecimiento en 1948 de la linea divisoria entre las dos zonas ocupadas. En
consecuencia, las «desventajas econémicas que resultan de tal division»
tinicamente pueden consistir en las desventajas econ6micas provocadas en
determinadas regiones alemanas por el aislamiento imputable al establecimiento
de dicha frontera fisica, tales como el cierre de vias de comunicacién o la pérdida
de mercados como consecuencia de la interrupcion de las relaciones comerciales
entre ambas partes del territorio aleman (véase la sentencia de 19 de septiembre
de 2000, Alemania/Comisi6n, antes citada, apartado 52).

En cambio, la concepcién del Gobierno alemdn, segiin la cual el articulo 87 CE,
apartado 2, letra c), permite compensar integramente el indiscutible retraso
econémico que sufren los nuevos Linder resulta contraria tanto al cardcter
excepcional de dicha disposicién como a su contexto y los objetivos que pretende
alcanzar (véase, en este sentido, la sentencia de 19 de septiembre de 2000,
Alemania/Comisién, antes citada, apartado 53).

En efecto, la divisién geografica de Alemania, en el sentido del articulo 87 CE,
apartado 2, letra c), no ha sido la causa directa de las desventajas econémicas que
sufren globalmente los nuevos Linder (véase la sentencia de 19 de septiembre
de 2000, Alemania/Comisi6n, antes citada, apartado 54).

Por consiguiente, debe reconocerse que los distintos niveles de desarrollo entre los
antiguos y los nuevos Linder se explican por causas distintas de la separacién
geografica derivada de la division de Alemania y, en particular, por los regimenes
politico-econémicos distintos establecidos en cada parte de Alemania (véase la
sentencia de 19 de septiembre de 2000, Alemania/Comisién, antes citada,
apartado 55).

Procede por tanto concluir afirmando que el Gobierno alemin no ha aportado
ningln elemento que acredite que las ayudas destinadas a los sectores de
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produccién de GS no comprendidos en el ambito del Tratado CECA eran
necesarias para compensar una desventaja econdémica que resulta de la divisién de
Alemania.

Por consiguiente, debe desestimarse la segunda parte del quinto motivo. En
consecuencia, procede desestimar este motivo en su totalidad.

Sobre el sexto motivo, basado en la evaluacion errénea, con arreglo a las normas
aplicables en materia de ayudas, del procedimiento de privatizacién de GS

Mediante su sexto motivo, el Gobierno alemin niega que la apreciacién de la
Comisién relativa al procedimiento de privatizacién de GS sea correcta. Sostiene,
por una parte, que la Decisién impugnada adolece de un error en la medida en
que se basa en la constatacién de que la privatizacién de GS por un precio de
venta negativo de 340 millones de DEM no representaba para el propietario del
capital una solucién més favorable, desde el punto de vista de los costes, que la
liquidacién. Segtin dicho Gobierno, esta constatacién se basa en una apreciaciéon
inexacta de la situaci6n juridica en Alemania y en una interpretacién errénea del
criti{io del inversor privado con arreglo a las normas aplicables en materia de
ayudas.

Por otra parte, la Decisién impugnada también adolece de un error en la medida
en que pone en duda que el procedimiento de licitacién, que en el caso de GS se
realiz6 a escala internacional, cumpliera los criterios de un «procedimiento sin
condiciones, abierto y transparente», conforme a las directrices sobre privatiza-
cion publicadas por la Comisién en el XXIII Informe sobre la politica de
competencia (1993) (en lo sucesivo, «Directrices sobre privatizacién»).

Por lo que se refiere al principio de la privatizacién de GS y a la aplicacién por la
Comision del criterio del inversor privado, el Gobierno alemén recuerda que ésta
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considerd, remitiéndose a la jurisprudencia del Tribunal de Justicia (sentencia de
14 de septiembre de 1994, Espafia/Comisién, asuntos acumulados C-278/92 a
C-280/92, Rec. p. I-4103, apartado 22), que, de los costes de la liquidacién de
GS, valorados en 475 millones de DEM por la auditora KPMG, sélo debian
tomarse en consideracién a efectos de una comparacién 94 millones de DEM,
importe que corresponde al valor de la liquidacién, evaluado por los auditores de
cuentas, a partir del cual el BvS no ha de responder.

El Gobierno alemdn sostiene, en primer lugar, que la jurisprudencia invocada por
la Comisi6n no es pertinente en el presente asunto. En efecto, la sentencia de 14 de
septiembre de 1994, Espafia/Comisi6n, antes citada, se basé en consideraciones
relativas a la responsabilidad de una entidad publica propietaria del capital a
efectos del Derecho espafiol. No obstante, en el Derecho alemén la situacién es
diferente. Tal como reconocié la Comisién en el considerando 81 de la Decision
impugnada, los préstamos de socios autorizados por los sucesivos accionistas
plblicos de GS no habrfan podido utilizarse para satisfacer a los acreedores con
cargo a la masa de la quiebra. Si se tiene en cuenta este importe, los costes de la
liquidacién ascienden a 292 millones de DEM.

En segundo lugar, el Gobierno alemén cuestiona las afirmaciones de la Comisién
que figuran en el considerando 80, parrafo primero, letra a), de la Decisién
impugnada, segtin las cuales el BvS no aval6 los créditos de GS en su calidad de
propietario del capital, sino como organismo publico. Segiin dicho Gobierno, los
avales concedidos por el BvS no constituyen medidas de apoyo de carécter estatal,
sino que, por el contrario, son comparables a las garantias, corrientes en el sector
privado, que los holdings conceden a sus filiales. Tales holdings también deben
tener en cuenta dichas garantias a la hora de determinar los costes de liquidacion
de una filial. En su opinién, es totalmente indiferente, a este respecto, determinar
si el BvS era propietario del capital de GS directa o indirectamente, por medio de
una sociedad de gestion.

En tercer lugar, el Gobierno alemén afirma que la Decisi6én impugnada no tiene
en cuenta que, segtin el Derecho alemdn, el BvS, como propietario del capital,
debe correr, en caso de liquidacién, con los costes de saneamiento del lugar de
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implantaci6én, evaluados por los auditores de cuentas en 87 millones de DEM.
Con arreglo al Derecho piblico alemdn, el propietario del capital de una sociedad
liquidada es responsable de la contaminacién del suelo provocada por ésta y de
otras circunstancias que exigen un saneamiento.

En cuarto lugar, en opinién del Gobierno alemin también deben tenerse en
cuenta los costes de la propia liquidacién, evaluados por los auditores de cuentas
en 57 millones de DEM. Dado que dichos costes corren a cargo del propietario
del capital, este importe ha de tenerse igualmente en cuenta en la comparacién de
los costes de la privatizaci6n con los de la liquidacién. En la medida en que dichos
costes corren a cargo de la sociedad de gestion controlada por el BvS, el Gobierno
alemdn considera pertinente afiadir que dicha sociedad disfruta, por lo que se
refiere a los costes de liquidacién, de un derecho de exencién frente al BvS.

Apreciacién del Tribunal de Justicia

Con el fin de determinar si la privatizacién de GS por un precio de venta negativo
de 340 millones de DEM contiene elementos de ayuda de Estado, debe apreciarse
si, en circunstancias similares, un inversor privado de dimensiones comparables a
las de los organismos gestores del sector piblico habria podido llegar a realizar
aportaciones de capital de esta cuantia en el marco de la venta de dicha empresa o
si habria optado por liquidarla (en este sentido, véase, en particular, la sentencia
de 16 de mayo de 2002, Francia/Comisién, C-482/99, Rec. p. 1-4397,
apartado 70).

A este respecto, tal como se desprende de la jurisprudencia del Tribunal de
Justicia, procede establecer una distincién entre las obligaciones que el Estado
debe asumir por su condicién de accionista de una sociedad y las obligaciones que
pueden corresponderle como poder piblico (sentencia de 14 de septiembre
de 1994, Esparfia/Comision, antes citada, apartado 22).
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En el caso de autos, debe tenerse en cuenta igualmente que no se discute que GS es
una empresa en dificultades, a la que distintos organismos publicos han
concedido, durante varios afios, créditos sin intereses y sin obligacién de
reembolso.

La argumentacién del Gobierno alemén dirigida a demostrar que la liquidacién
de GS habrfa sido mas costosa que su privatizacién ha de examinarse a la luz de
las consideraciones precedentes.

En el presente caso, la Reptiblica Federal de Alemania cifra en 475 millones de
DEM el coste de una eventual liquidacién de GS, desglosados de la siguiente
manera: 196 millones de DEM correspondientes a los préstamos de socios,
49 millones de DEM para créditos bancarios avalados, 26 millones de DEM para
diversas deudas, 147 millones de DEM correspondientes a reservas para gastos
varios (de ellos, 87 millones de DEM para gastos de saneamiento del
emplazamiento y 22 millones de DEM para los gastos de las medidas sociales
que no se derivan de compromisos vinculantes) y 57 millones de DEM para el
coste del procedimiento de liquidacién propiamente dicho, en particular los
gastos de funcionamiento y de suspensién de las actividades durante el perfodo de
liquidacion.

Por lo que se refiere, en primer lugar, a los avales de créditos concedidos a GS,
procede sefialar que se constituyeron en favor de una empresa en dificultades que
no facilité ninguna contrapartida adecuada. Pues bien, normalmente un inversor
privado no habria concedido créditos de este tipo a GS. Tal como seiialé la
Comisién en el considerando 45 de la Decisién impugnada, las garantias
concedidas por el Estado a una empresa en dificultades deben considerarse
ayudas por un importe equivalente al préstamo garantizado. De ello resulta que

I-1214



139

140

141

ALEMANIA / COMISION

las obligaciones que se derivan de éste para la empresa resultan claramente de la
concesién de las ayudas y, por ello, no pueden integrarse en el cilculo del coste
normal de la liquidacién.

Por lo que se refiere, en segundo lugar, a los gastos de saneamiento del
emplazamiento invocados por el Gobierno aleman, procede sefialar que, habida
cuenta de que, tal como resulta de los autos, el valor de venta del emplazamiento
considerado sélo era de 9 millones de DEM, aun cuando la empresa estuviera
obligada a proceder al saneamiento, un inversor privado no habria puesto a
disposicién de ésta fondos adicionales en caso de liquidacién. En cualquier caso,
el Gobierno alemdn no ha facilitado ninguna informacién precisa capaz de
acreditar que, en un caso como el de autos, el propietario del capital de la
empresa en liquidacién habria estado obligado, en su caso, a asumir a titulo
personal la totalidad de los gastos relativos al saneamiento del emplazamiento.

Por lo que respecta, por tltimo, a los préstamos de socios, tales préstamos
constituyen —habida cuenta de las dificultades de GS y de las condiciones
relativas a los créditos— ayudas en su totalidad, tal como expone el considerando
44 de la Decisién impugnada. Por tanto, la no devolucién de dichos préstamos
ocasionarfa la pérdida de un crédito derivado de la concesién de las ayudas, es
decir, resultante de una medida adoptada por el Estado miembro como poder
piiblico, que no habrfa podido ser adoptada por un inversor privado y que, por
ello, no podria ser tomada en consideracién en el cilculo del coste de la
liquidacién. Aun suponiendo que, en caso de insolvencia, los préstamos de socios
se hubieran considerado, conforme a la legislacién alemana, fondos propios que
no pueden ser reclamados para satisfacer a los acreedores con cargo a la masa de
la quiebra y se hubieran incluido en los costes de la liquidacién, tales costes sélo
ascenderfan a 292 millones de DEM, importe claramente inferior a los
340 millones de DEM que cost6 la privatizacién.

En estas circunstancias, procede concluir que la Comisién afirmé acertadamente,
en el considerando 82 de la Decisién impugnada, que la liquidacién de GS habria
resultado menos costosa y que, por tanto, un inversor privado habrfa optado por
esta solucién.
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Por lo que respecta, por otro lado, a la alegacién del Gobierno alemén segiin la
cual el procedimiento de privatizacion de GS cumplié los criterios de un
«procedimiento sin condiciones, abierto y transparente» enunciados en las
Directrices sobre privatizacién, basta con sefialar que, con independencia del
valor juridico de dichas Directrices, aun suponiendo que esta alegacién hubiera
quedado acreditada, no habria podido desvirtuar la afirmacién de que la opcién
de privatizar GS a un precio de venta negativo no respondfa al criterio del
inversor privado y contenia, por tanto, elementos de ayuda de Estado.

De ello se desprende que el sexto motivo del Gobierno alemén también debe
desestimarse.

En consecuencia, habida cuenta de todas las consideraciones precedentes,
procede desestimar el recurso del Gobierno aleman por infundado.

Costas

En virtud del articulo 69, apartado 2, del Reglamento de Procedimiento, la parte
que pierda el proceso sera condenada en costas, si asi lo hubiera solicitado la otra
parte. Al haber formulado la Comisién una pretension en este sentido y al haber
sido desestimados los motivos formulados por la Repiiblica Federal de Alemania,
procede condenar a ésta en costas.
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En virtud de todo lo expuesto,

EL TRIBUNAL DE JUSTICIA

decide:

1) Desestimar el recurso.

2) Condenar en costas a la Repiiblica Federal de Alemania.

Rodriguez Iglesias Puissochet Wathelet
Schintgen Timmermans Gulmann
Edward La Pergola Skouris
von Bahr Cunha Rodrigues

Pronunciada en audiencia piblica en Luxemburgo, a 28 de enero de 2003.

El Secretario El Presidente

R. Grass G.C. Rodriguez Iglesias
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